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De la interpretación de los artículos 6o, 8o., 35, fracción V, y 41, párrafo 
segundo, fracciones I a III, en relación con el 16, párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 38, párrafo 1, inciso k); 
49, párrafo 6; 49-A, párrafo 1, fracciones II, incisos c) y g), y III; 49 B, párrafos 1 
y 2, incisos c), d), e), f) y g); 82, párrafo 1, inciso i), y 269, párrafo segundo, 
inciso b), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 3o, 
fracciones III y IV; 4o., fracciones II y IV, y 61, en relación con el 11 y el 42, de 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental, así como 5o., fracción XXII, del Reglamento del Instituto 
Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública,_por una parte, debe concluirse que el Instituto Federal Electoral sólo 
está obligado a proporcionar, en ejercicio del derecho a la información de un 
ciudadano, los datos o registros que tenga con motivo de sus facultades de 
fiscalización, sin estar autorizado para requerir a los partidos y agrupaciones 
políticas nacionales otra información solicitada por cualquier ciudadano y 
relacionada con los recursos públicos que aquéllos reciben. Lo anterior es así 
en virtud de que no se estaría en presencia estrictamente de información 
pública en términos de la legislación aplicable, en tanto que el sujeto 
directamente obligado por la ley invocada es la autoridad electoral federal, y los 
partidos y agrupaciones políticas nacionales sólo son coadyuvantes de la 
autoridad, tratándose de su obligación de informar a esta última en los casos, 
términos y modalidades previstos constitucional, legal y reglamentariamente, 
sin que sea posible ampliar tal obligación, según la voluntad de cada 
gobernado, debiendo armonizarse, al efecto, el derecho fundamental de los 
ciudadanos de acceder a la información pública en materia electoral, con el 
derecho fundamental de los partidos políticos nacionales o las organizaciones 
de ciudadanos que los sucedan, a no ser indebidamente molestados en su 
persona, propiedades o posesiones. Una interpretación contraria de los 
artículos ya citados, podría llevar a considerar que el derecho de acceso a la 
información relacionada con el uso de los recursos públicos otorgados a los 
partidos y agrupaciones políticas nacionales, solo está condicionado por la 
solicitud que se presente, es decir, sin importar que guardara relación con los 
objetivos de la ley y al margen de las atribuciones constitucionales y legales de 
la autoridad obligada; es decir, los partidos políticos y agrupaciones políticas no 
están legal y directamente obligados en materia de transparencia y acceso a la 
información pública gubernamental. Además de lo anterior, si se aceptara que 
a los institutos políticos se les solicitara información que no ha sido objeto de 
fiscalización por parte de la autoridad administrativa electoral, se estaría en 
presencia de la actualización de un verdadero acto de molestia. Por otra parte, 
con base en esa fundamentación se colige que el ciudadano tiene acceso no 
sólo a los informes que presenten los partidos políticos sino a las auditorias y 
verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos 
Públicos y Partidos y Agrupaciones Políticas, por lo que el Instituto Federal 



Electoral está impedido para esgrimir que no puede dar a conocer la 
información requerida por no encontrarse en los archivos del Instituto Federal 
Electoral, en virtud de que ante la facultad de los partidos políticos (establecida 
en el articulo 19.4 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, 
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a tos 
partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación 
de sus informes), para invitar a sus oficinas al personal de la Comisión de 
Fiscalización para realizar la revisión correspondiente a cada ejercicio, o bien, 
enviar la documentación solicitada por el Instituto Federal Electoral a las 
oficinas del Secretario Técnico de dicha comisión, éstos hubieren optado 
porque la verificación se llevara a cabo en las oficinas de los partidos políticos, 
caso en el cual dicha información y la respectiva documentación permanecen 
bajo la custodia de los partidos, como sus depositarios, porque hubieren 
solicitado que la revisión de documentación se efectuara en sus oficinas, ya 
que dicha información forma parte de los registros que documentan el ejercicio 
de las facultades de fiscalización a cargo del Instituto Federal Electoral, en 
tanto información que genera el propio instituto. 
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